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tarias que procedan a fin de permitir un más fácil acceso
a las Cooperativas de Castilla y León a las centrales
de suministros de bienes y servicios o ejecución de obras
que realizan los distintos órganos de la Administración
General o Institucional de la Comunidad Autónoma.

Disposición transitoria primera. Aplicación temporal de
la Ley.

Los expedientes en materia de cooperativas iniciados
por las cooperativas ya constituidas antes de la vigencia
de esta Ley, se tramitarán y resolverán con arreglo a
las disposiciones hasta ahora en vigor. El contenido de
las escrituras y de los Estatutos de las sociedades coo-
perativas existentes a la entrada en vigor de esta Ley,
no podrá ser aplicado si se opone a ésta, entendiéndose
modificado o completado por cuantas normas prohibi-
tivas o imperativas se contienen en la misma.

Disposición transitoria segunda. Adaptación de las
sociedades cooperativas a las previsiones de la Ley.

Las sociedades cooperativas, constituidas con ante-
rioridad a la fecha de entrada en vigor de esta Ley, dis-
pondrán de un plazo de dos años a partir de la fecha
de entrada en vigor de la misma, para adaptar sus Esta-
tutos a lo establecido en esta Ley, manteniendo la anti-
güedad que tenían.

El acuerdo de adaptación de Estatutos deberá adop-
tarse en Asamblea general, siendo suficiente el voto a
favor de más de la mitad de socios presentes y repre-
sentados. Cualquier Consejero o socio estará legitimado
para solicitar del Consejo Rector la convocatoria de la
Asamblea general con esta finalidad y si, transcurridos
dos meses desde la solicitud no se hubiese hecho la
convocatoria, podrán solicitarla del Juez de Primera Ins-
tancia del domicilio social quien, previa audiencia de
los Consejeros, acordará lo que proceda designando, en
su caso, la persona que habrá de presidir la reunión.

Transcurrido el mencionado plazo de dos años, sin
que se hubiera presentado ante la Sección competente
del Registro de Sociedades Cooperativas de Castilla y
León la documentación acreditativa de la adaptación,
se iniciará el proceso de disolución, disponiendo de un
año para proceder a su liquidación.

Disposición transitoria tercera.

En el plazo más breve posible desde la entrada en
vigor de la presente Ley, la Junta de Castilla y León,
desarrollará reglamentariamente el funcionamiento y
procedimiento administrativo del Registro de Coopera-
tivas de Castilla y León, previendo en dicho desarrollo
la adaptación reglamentaria de los registros existentes
a las prescripciones de esta Ley.

Disposición transitoria cuarta. Cláusula supletoria.

Hasta que no se publique el Reglamento del Registro
de Sociedades Cooperativas, en lo no regulado en esta
Ley y sus normas de desarrollo regirá, al respecto, como
supletoria la normativa estatal en materia de coopera-
tivas.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas cuantas disposiciones dictadas
por la Comunidad de Castilla y León que se opongan
al contenido de la presente Ley.

Disposición final primera.

Se autoriza a la Junta de Castilla y León, a propuesta
de la Consejería competente en materia laboral, para
desarrollar cuantas normas reglamentarias vengan
impuestas por la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días
de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y
León».

Por lo tanto, mando a todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley la cumplan, y a todos
los Tribunales y Autoridades que corresponda que la
hagan cumplir.

Valladolid, a 11 de abril de 2002.

JUAN VICENTE HERRERA CAMPO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», suplemento
al número 79, de 26 de abril de 2002)

9332 LEY 2/2002, de 9 de abril, reguladora del
Consejo de Cuentas de Castilla y León.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes
de Castilla y León han aprobado y yo en nombre del
Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artícu-
lo 16.4 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno
la publicación de la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 51 del Estatuto de Autonomía de Castilla
y León, a partir de la reforma producida por la Ley Orgá-
nica 4/1999, de 8 de enero, prevé el Consejo de Cuentas
como órgano dependiente de las Cortes de Castilla y
León al que corresponde la fiscalización externa, equi-
valente a la del Tribunal de Cuentas, de la gestión eco-
nómica, financiera y contable del sector público de la
Comunidad y demás entes públicos de Castilla y León.
Asimismo, establece este artículo que una Ley de las
Cortes regulará sus competencias, organización y fun-
cionamiento.

A cumplir estas previsiones y regular ese control exter-
no, que ha de coexistir con el del Tribunal de Cuentas,
se dirigen las previsiones de la presente Ley.

Su título I recoge la naturaleza del Consejo de Cuentas
de Castilla y León como órgano de control externo, deli-
mita su ámbito de actuación concretando los entes cuya
gestión económica y financiera ha de fiscalizar, esta-
bleciendo también los criterios generales para el ejercicio
de la función consultiva que igualmente corresponde
al Consejo.

El título II regula los criterios generales del ejercicio
de la función fiscalizadora, determinando el marco de
programación de la misma, su contenido y alcance, así
como las técnicas, procedimientos y forma en que debe
expresar sus actuaciones.

El título III determina la función Consultiva y de Ase-
soramiento del Consejo de Cuentas a las Cortes de Cas-
tilla y León.

El título IV establece la organización del Consejo de
Cuentas, enumerando y definiendo sus distintos órganos:
Pleno, Presidente, Consejeros y Secretaría General, de
los que delimita sus competencias y estatuto respectivos,
fijando las previsiones necesarias respecto del personal
y los medios materiales del Consejo.
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TÍTULO I

Naturaleza y ámbito de actuación del Consejo
de Cuentas

Artículo 1. Naturaleza.

1. El Consejo de Cuentas de Castilla y León es la
institución dependiente de las Cortes de Castilla y León
que realiza las funciones de fiscalización externa de la
gestión económica, financiera y contable del sector públi-
co de la Comunidad Autónoma y demás entes públicos
de Castilla y León.

2. Las funciones y competencias del Consejo se
entienden sin perjuicio de las legalmente atribuidas al
Tribunal de Cuentas, correspondiéndole también el ejer-
cicio de las que le sean delegadas por éste, en los tér-
minos previstos en su Ley Orgánica.

3. En el ejercicio de sus funciones, el Consejo de
Cuentas actúa con plena independencia de los entes
sujetos a su fiscalización, y con sometimiento a la pre-
sente Ley y al resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 2. Ámbito de actuación.

1. Están sometidos a la fiscalización del Consejo
de Cuentas de Castilla y León:

a) La administración de las Cortes de Castilla y León,
y de los Órganos e Instituciones dependientes de ellas.

b) La Administración de la Comunidad Autónoma,
así como sus organismos autónomos, entes públicos y
empresas públicas, independientemente de que se rijan
por el derecho público o privado.

c) Las Entidades Locales del ámbito territorial de
la Comunidad, y sus organismos autónomos, entes públi-
cos y empresas públicas, independientemente de que
se rijan por el derecho público o privado.

d) Las Universidades públicas de Castilla y León,
así como los organismos, entes y sociedades dependien-
tes de ellas.

2. En relación a los entes públicos sujetos a su fis-
calización, el ámbito de actuación de Consejo de Cuentas
se extiende a:

a) Sus aportaciones a Consorcios, Fundaciones
públicas o a cualquier otra entidad.

b) La concesión, aplicación y resultado de las sub-
venciones, créditos, avales y demás ayudas concedidas,
así como las exenciones y bonificaciones fiscales directas
y personales.

Los demás instrumentos jurídicos con repercusiones
presupuestarias.

TÍTULO II

La función fiscalizadora

Artículo 3. Plan anual de fiscalizaciones.

1. El Consejo de Cuentas realizará sus funciones
de fiscalización conforme al Plan anual que elabore y
someta a la aprobación de las Cortes de Castilla y León,
de acuerdo con lo establecido por el Reglamento de
Organización y Funcionamiento de la Institución.

2. El Plan concretará todas las actuaciones a llevar
a cabo durante el ejercicio correspondiente, incluyendo
las relativas a la declaración definitiva de la Cuenta Gene-
ral de la Comunidad, las fiscalizaciones a realizar por
mandato legal, y las fiscalizaciones especiales a realizar
como consecuencia de la iniciativa fiscalizadora que

corresponde al propio Consejo y a las Cortes de Castilla
y León. En todo caso, el Plan anual establecerá también
los criterios generales para la fiscalización de las sub-
venciones, créditos, avales y contratos en los que la apro-
bación del gasto corresponda a la Junta de Castilla y
León.

3. El Plan anual de fiscalizaciones podrá ser modi-
ficado a lo largo del año a que se refiera, por acuerdo
de las Cortes de Castilla y León, a iniciativa propia o
a propuesta del Consejo de Cuentas.

Artículo 4. Contenido de la función fiscalizadora.

En el ejercicio de su función fiscalizadora, el Consejo
de Cuentas realizará las siguientes actuaciones:

a) El examen y comprobación de la Cuenta General
de la Comunidad Autónoma de Castilla y León.

b) El examen y comprobación de las cuentas de
las demás entidades y organismos a que se refiere el
artículo 2 de esta Ley.

c) El examen de los expedientes referentes a los
contratos celebrados por la Administración de la Comu-
nidad y demás entidades sometidas a su control externo.

d) El examen de la situación y variaciones del patri-
monio de la Comunidad y de los patrimonios de los
demás organismos y entidades.

e) El examen de los créditos extraordinarios y suple-
mentos de crédito, así como de las incorporaciones,
ampliaciones, transferencias y demás modificaciones de
los créditos presupuestarios.

f) El examen de la contabilidad electoral en los tér-
minos previstos en la legislación electoral de la Comu-
nidad de Castilla y León.

g) Cualquier otra actuación que le encomienden o
atribuyan el Tribunal de Cuentas o las Cortes de Castilla
y León.

Artículo 5. Alcance de la función fiscalizadora.

1. En el ejercicio de su función fiscalizadora, el Con-
sejo de Cuentas comprobará la legalidad y regularidad
de los ingresos y gastos públicos.

2. La fiscalización deberá extenderse, asimismo, al
análisis de la utilización de los recursos disponibles aten-
diendo al grado de cumplimiento de los objetivos, al
coste de los medios elegidos para su consecución y a
sí tales medios se utilizaron en la forma más adecuada.

3. La función fiscalizadora se extenderá también al
control de la contabilidad pública, verificando que la mis-
ma refleje correctamente la realidad económica del suje-
to controlado.

Artículo 6. Técnicas de fiscalización.

1. Para el ejercicio de su función fiscalizadora el
Consejo de Cuentas empleará las técnicas y procedi-
mientos que resulten idóneos a la fiscalización preten-
dida, siguiendo criterios y métodos homogéneos a los
establecidos por el Tribunal de Cuentas.

2. No obstante lo anterior, en el ejercicio de la citada
función fiscalizadora, el Consejo de Cuentas analizará
la eficacia de los sistemas de control de legalidad y regu-
laridad internos, evaluando las estructuras y procedi-
mientos de la gestión económica financiera. A estos efec-
tos, el Consejo de Cuentas podrá recabar y utilizar los
datos correspondientes a cualquier función interventora
o de control interno que se haya efectuado en los entes
sujetos a fiscalización.

3. El Consejo de Cuentas elaborará un Manual de
Procedimiento de control externo que recoja las técnicas
y procedimientos de auditoría que se vayan a aplicar
en la fiscalización de la gestión.
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Artículo 7. Fiscalización de la Cuenta General de la
Comunidad.

1. Para el cumplimiento de sus funciones de fis-
calización, la Cuenta General de la Comunidad se remitirá
al Consejo en el plazo de un mes desde su formación.

2. El Consejo de Cuentas examinará la Cuenta Gene-
ral dentro de los cuatro meses siguientes a su recepción.

3. El informe sobre la Cuenta General incluirá una
declaración sobre la fiabilidad y exactitud de las cuentas
presentadas.

4. Las Cortes de Castilla y León remitirán para su
examen al Consejo de Cuentas cuanta documentación
contable, presupuestaria y económica reciban de la Junta
de Castilla y León en cumplimiento de lo establecido
en la Ley de Hacienda de la Comunidad y en las demás
disposiciones legales.

Artículo 8. Fiscalización de las Cuentas de las Entidades
Locales.

1. Las Entidades Locales rendirán directamente sus
cuentas al Consejo de Cuentas, de conformidad con lo
previsto en la legislación reguladora de las Haciendas
Locales, dentro del mes siguiente a su aprobación por
sus respectivos Plenos.

2. El Consejo examinará las cuentas de las entida-
des locales previstas en el Plan anual dentro de los seis
meses siguientes a su recepción.

3. El informe sobre las mencionadas cuentas tam-
bién incluirá una declaración sobre la fiabilidad y exac-
titud de las cuentas presentadas.

Artículo 9. Fiscalización de las cuentas de los demás
entes.

1. Los demás organismos y entidades sujetos a fis-
calización deberán rendir sus cuentas al Consejo dentro
del mes siguiente a la fecha de aprobación de las mismas,
y, en todo caso, a la fecha en que finalice el plazo para
su aprobación.

2. El Consejo examinará las cuentas que prevea el
Plan anual dentro de los seis meses siguientes a su
recepción.

Artículo 10. Examen de los expedientes de los con-
tratos.

El examen de los expedientes referentes a los con-
tratos sujetos a fiscalización por el Consejo de Cuentas
alcanzará a todo el procedimiento de contratación.

Artículo 11. Fiscalización del Patrimonio.

La fiscalización de la situación y variaciones del Patri-
monio de la Comunidad y de las demás entidades se
ejercerá a través de sus inventarios y de la contabilidad
legalmente establecida, y comprenderá la correspondien-
te a su tesorería y a los empréstitos y demás formas
de endeudamiento con sus aplicaciones y empleos.

Artículo 12. Fiscalización de los créditos extraordina-
rios, suplementos de crédito y modificaciones de los
créditos presupuestarios iniciales.

1. La fiscalización de los créditos extraordinarios y
suplementos de crédito aprobados por las Cortes de Cas-
tilla y León se referirá únicamente al empleo o aplicación
específica del crédito concedido. La de los concedidos
por la Junta de Castilla y León o por el Consejero de
Economía y Hacienda a los organismos autónomos, se
referirá a la observancia de las normas aplicables a la
concesión y al empleo o aplicación específica del crédito
concedido.

2. La fiscalización de las demás modificaciones de
los créditos presupuestarios se referirá a la observancia
de lo prevenido en la legislación aplicable, en cuanto
al expediente de concesión tramitado al efecto y al
empleo o aplicación específica del crédito concedido.

Artículo 13. Procedimientos de fiscalización y reque-
rimientos de colaboración.

1. Los procedimientos de fiscalización se ajustarán
a las prescripciones de esta Ley y disposiciones de
desarrollo, que en todo caso regularán el trámite de
audiencia de los sujetos interesados en sus actuaciones.
En lo no previsto en aquellas normas, serán de aplicación
las disposiciones de la legislación reguladora del pro-
cedimiento administrativo común.

2. El Consejo de Cuentas puede exigir la colabo-
ración de los órganos, entidades y personas físicas o
jurídicas sujetos a su fiscalización, quienes deberán
proporcionarle los datos, documentos, antecedentes o
informes que solicite relacionados con el ejercicio de
su función fiscalizadora, pudiendo utilizar para ello los
oportunos soportes informatizados. El Reglamento que
desarrolle la presente Ley establecerá las consecuencias
de los incumplimientos de este deber de colaboración.

Artículo 14. Informes de fiscalización.

1. El Consejo de Cuentas cumplirá su función fis-
calizadora mediante la emisión de informes.

2. En sus informes el Consejo de Cuentas se referirá
a la observancia de la Constitución, del Estatuto de Auto-
nomía, de las leyes reguladoras de los ingresos y los
gastos de las entidades públicas y, en general, de las
normas que afecten a la actividad económico-financiera
de las mismas.

3. El Consejo hará constar las infracciones, abusos
o prácticas irregulares que observe, y, en su caso, con-
cretará las medidas que considere más adecuadas para
depurar las presuntas responsabilidades.

4. El Consejo de Cuentas podrá proponer la adop-
ción de las medidas que considere pertinentes para la
mejora de la gestión económico-financiera de las Admi-
nistraciones y entidades sujetas a su fiscalización y de
los procedimientos de control interno.

5. Las alegaciones formuladas previamente a la
redacción del informe definitivo, así como las resolucio-
nes recaídas sobre las mismas, se incorporarán al infor-
me de fiscalización correspondiente y serán publicadas
conjuntamente con este.

Artículo 15. Memoria anual.

1. Los resultados de las actuaciones del Consejo
de Cuentas incluidas en el Plan anual de fiscalización,
y los informes derivados de las mismas, se recogerán
en una Memoria que el Consejo deberá remitir a las
Cortes de Castilla y León antes del 31 de diciembre
de cada ejercicio, para su tramitación y debate de con-
formidad con lo previsto en el Reglamento de la Cámara.

2. La Memoria anual y las resoluciones que sobre
la misma adopten las Cortes de Castilla y León se publi-
carán en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

TÍTULO III

La función consultiva

Artículo 16. Función consultiva.

1. El Consejo de Cuentas asesorará a las Cortes de
Castilla y León, cuando sea requerido para ello por la
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Comisión competente en materia de Presupuestos, emi-
tiendo dictamen respecto de Proyectos y Proposiciones
de Ley relativos a procedimientos presupuestarios, con-
tabilidad pública, intervención y auditoría.

2. Asimismo, el Consejo de Cuentas emitirá dicta-
men respecto de anteproyectos de disposiciones de
carácter general que le solicite la Junta de Castilla y
León, por conducto de las Cortes.

TÍTULO IV

Organización del Consejo de Cuentas

Artículo 17. Facultades de organización.

1. El Consejo de Cuentas se organizará de acuerdo
con lo establecido en la presente Ley y en su propio
Reglamento de Organización y Funcionamiento.

2. El Consejo de Cuentas tendrá facultades para
organizar todos los asuntos relacionados con su régimen
interno y su personal, de acuerdo con su Reglamento
de Organización y Funcionamiento.

Artículo 18. Órganos del Consejo de Cuentas.

El Consejo de Cuentas está integrado por los siguien-
tes órganos:

a) El Pleno.
b) El Presidente.
c) Los Consejeros.
d) La Secretaría General.

Artículo 19. El Pleno del Consejo de Cuentas.

1. El Pleno es el órgano colegiado del Consejo de
Cuentas. Está integrado por cinco Consejeros, uno de
los cuales será designado su Presidente conforme a lo
establecido en la presente Ley.

2. A las sesiones del Pleno asistirá el Secretario
general, que actuará con voz pero sin voto.

3. Para la válida constitución del Pleno y la adopción
de acuerdos se requerirá, al menos, la asistencia del
Presidente y dos Consejeros. Los acuerdos del Pleno
se adoptarán por mayoría de los Consejeros que asistan,
dirimiendo el voto del Presidente en caso de empate.

4. El Pleno será convocado por el Presidente, a ini-
ciativa propia o siempre que lo soliciten, al menos, dos
Consejeros.

5. La convocatoria, a la que se acompañará el orden
del día, deberá notificarse con una antelación mínima
de cuarenta y ocho horas, salvo los casos de urgencia.

6. No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo
ningún asunto que no figure incluido en el orden del
día, salvo que estén presentes todos los miembros del
Consejo y sea declarada la urgencia del asunto por el
voto favorable de la mayoría.

7. De cada sesión que celebre el Pleno del Consejo
de Cuentas se levantará acta por el Secretario general
que especificará los asistentes, el orden del día de la
reunión, las circunstancias de lugar y tiempo en que
se ha celebrado, los puntos principales de las delibe-
raciones, así como el contenido de los acuerdos adop-
tados.

8. En todo lo no previsto en esta Ley y en su propio
Reglamento, el funcionamiento del Pleno se regirá por
lo establecido en las normas reguladoras del régimen
jurídico de las Administraciones Públicas.

Artículo 20. Funciones del Pleno.

Corresponde al Pleno:

a) Elaborar y someter a la aprobación de las Cortes
de Castilla y León el proyecto del Plan anual de fisca-
lizaciones.

b) Ejercer la función fiscalizadora.
c) Aprobar los informes, memorias, dictámenes y

otros documentos a que puedan dar lugar los proce-
dimientos de fiscalización.

d) Establecer las directrices técnicas a que deban
sujetarse los procedimientos de fiscalización y los cri-
terios que han de presidir su actuación en el ejercicio
de la función fiscalizadora.

e) Proponer a uno de sus miembros como Presi-
dente para su nombramiento por las Cortes de Castilla
y León.

f) Elaborar y proponer para su aprobación a las Cor-
tes de Castilla y León el Proyecto del Reglamento de
organización y funcionamiento del Consejo, así como
los posibles Proyectos de reforma del mismo.

g) Aprobar la propuesta de presupuesto del Con-
sejo.

h) Establecer la organización administrativa que
resulte necesaria para el funcionamiento del Consejo de
Cuentas, de acuerdo con lo establecido en esta Ley y
en el Reglamento.

i) Proponer a las Cortes de Castilla y León la relación
de puestos de trabajo del Consejo.

j) Las demás funciones que no estén expresamente
atribuidas a otros órganos del Consejo.

Artículo 21. El Presidente del Consejo de Cuentas.

1. El Presidente del Consejo de Cuentas será desig-
nado por las Cortes de Castilla y León por mayoría
absoluta a propuesta del Pleno del Consejo entre sus
miembros y por un período de tres años, pudiendo ser
reelegido por un período igual.

2. El nombramiento se publicará en el «Boletín Ofi-
cial de Castilla y León».

3. En los casos de vacante, ausencia, enfermedad
o cualquier otra causa legal, el Presidente será sustituido
en sus funciones por el Consejero de mayor antigüedad
o edad, por este orden.

4. Son atribuciones del Presidente:

a) Representar al Consejo de Cuentas, en particular
en sus relaciones con las Instituciones de la Comunidad
Autónoma y con el Tribunal de Cuentas.

b) Convocar y presidir el Pleno, dirigir sus delibe-
raciones y decidir con voto de calidad en caso de empate.

c) Comparecer ante el órgano correspondiente de
las Cortes de Castilla y León, acompañado de los Con-
sejeros correspondientes, para la presentación de las
actuaciones del Consejo.

d) Ejercer la superior dirección del personal del Con-
sejo y la potestad disciplinaria, y acordar los nombra-
mientos de todo el personal al servicio del mismo.

e) Disponer los gastos propios del Consejo y realizar
la contratación de obras, bienes, servicios y suministros
y demás prestaciones necesarias para su adecuado fun-
cionamiento.

f) Las demás facultades que le reconozca la pre-
sente Ley y disposiciones de desarrollo, o que le atribuya
el Pleno del Consejo.

Artículo 22. Los Consejeros.

1. Los cinco Consejeros de Cuentas serán elegidos
por las Cortes de Castilla y León, por un período de
seis años, en votación conjunta de los candidatos que
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corresponda presentar a los Grupos Parlamentarios en
proporción al número de Procuradores integrado en cada
uno de ellos. Los candidatos se entenderán designados
si alcanzan el voto favorable de los tres quintos de la
Cámara en primera votación o de la mayoría absoluta
en segunda votación, si fuere necesaria.

2. En el supuesto de que se produjera alguna vacan-
te, el Presidente del Consejo lo pondrá en conocimiento
de las Cortes de Castilla y León para que se proceda
a su provisión de acuerdo con lo establecido en el apar-
tado anterior y por el tiempo que reste de mandato.

3. Finalizado su mandato, y sin perjuicio de su posi-
ble reelección los Consejeros continuarán en el ejercicio
de sus funciones hasta que se produzca el nombramiento
del nuevo Consejero.

Artículo 23. Funciones de los Consejeros.

A los Consejeros les corresponde el ejercicio de las
siguientes funciones:

a) Dirigir las actuaciones de fiscalización que les
hayan sido asignadas y elevar al Presidente los resultados
de las mismas para que, en su caso, sean aprobadas
por el Pleno.

b) Dirigir, coordinar y aprobar los trabajos que rea-
licen los órganos dependientes de ellos, así como el
departamento correspondiente dentro de la distribución
funcional que establezca el Reglamento del Consejo.

c) Las demás funciones que les sean encomendadas
por el Pleno o su Presidente.

Artículo 24. Requisitos para la elección de los Con-
sejeros.

1. La elección de los Consejeros de Cuentas se lle-
vará a cabo entre funcionarios públicos pertenecientes
a Cuerpos para cuyo ingreso se exija titulación acadé-
mica superior, así como entre Abogados y Economistas,
todos de reconocida competencia en relación con las
funciones del Consejo y con más de diez años de ejercicio
profesional.

2. No podrán ser designados Consejeros de Cuentas
quienes en los dos años anteriores a la fecha de nom-
bramiento hubieran estado comprendidos en alguno de
los supuestos siguientes:

a) Las autoridades o funcionarios que hubieren
desempeñado funciones de dirección, gestión, inspec-
ción o intervención de ingresos o gastos en cualquiera
de las entidades pertenecientes al sector público de Cas-
tilla y León.

b) Los presidentes, directores y miembros de los
Consejos de Administración u órganos colegiados de
dirección en las entidades pertenecientes al sector públi-
co de Castilla y León.

c) Los particulares que excepcionalmente adminis-
tren, recauden o custodien fondos o valores públicos.

d) Cualquier otra persona que, de acuerdo con esta
Ley, haya de rendir cuentas ante el Consejo de Cuentas.

Artículo 25. Incompatibilidades de los Consejeros.

La condición de Consejero de Cuentas es incompa-
tible con los siguientes cargos o funciones:

a) Procurador de las Cortes de Castilla y León.
b) Diputado del Congreso de los Diputados.
c) Senador.
d) Parlamentario europeo.
e) Concejal.
f) Consejero del Tribunal de Cuentas o de los órga-

nos de fiscalización externa de las Comunidades Autó-
nomas.

g) Defensor del Pueblo.
h) Procurador del Común.
i) Cualquier cargo político o administrativo del Esta-

do, de las Comunidades Autónomas, de las Universida-
des, de las Entidades Locales, y de sus organismos autó-
nomos, entes o empresas públicas o participadas, o de
cualquier otra Institución pública.

j) El ejercicio de funciones directivas o ejecutivas
en los partidos políticos, sindicatos y asociaciones
empresariales.

k) El ejercicio de cualquier otra actividad profesional
pública o privada excepto la administración de su propio
patrimonio, salvo la investigación o la docencia previa
autorización del Pleno del Consejo. No obstante, serán
compatibles las actividades de producción y creación lite-
raria, artística, científica, técnica o investigadora, las publi-
caciones derivadas de las mismas, así como la colabo-
ración o la asistencia ocasional a congresos, seminarios,
jornadas de trabajo, conferencias o cursos de carácter
profesional, siempre que no sean consecuencia de una
relación de empleo o de prestación de servicios o supon-
gan un menoscabo del estricto cumplimiento de sus
deberes.

Artículo 26. Causas de abstención y recusación.

Los Consejeros de Cuentas deberán abstenerse o
podrán ser recusados cuando concurra alguna de las
causas previstas en las normas reguladoras del Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común y en todo caso se abs-
tendrán de la fiscalización de cualquier acto o expediente
en que hayan intervenido con anterioridad a su desig-
nación como Consejeros de Cuentas y que, de acuerdo
con el artículo 2 de esta Ley, sean de la competencia
de éste.

Artículo 27. Pérdida de la condición de Consejeros.

Los Consejeros de Cuentas perderán su condición
si concurre alguna de las circunstancias siguientes:

a) Por fallecimiento.
b) Por renuncia aceptada por las Cortes de Castilla

y León.
c) Por finalización de su mandato, sin perjuicio de

su posible reelección.
d) Por incapacidad declarada por sentencia judicial

firme.
e) Por inhabilitación para el ejercicio de los derechos

políticos declarada por sentencia judicial firme.
f) Por incompatibilidad sobrevenida apreciada por

las Cortes de Castilla y León.
g) Por haber sido condenados en virtud de sentencia

judicial firme a causa de delito.
h) Por incumplimiento grave de las obligaciones del

cargo, de acuerdo con las normas de régimen interior
del Consejo, que será apreciado por las Cortes de Castilla
y León.

Artículo 28. La Secretaría General.

1. Le corresponde a la Secretaría General:

a) La organización y dirección de los servicios gene-
rales del Consejo.

b) El asesoramiento jurídico al Pleno y a los Con-
sejeros.

c) La redacción de las actas y la ejecución de los
acuerdos del Consejo.

d) La redacción del proyecto de Memoria anual.
e) La elaboración de la propuesta de presupuesto

del Consejo.
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2. El Secretario general será nombrado y relevado
por el Pleno del Consejo de Cuentas a propuesta de
su Presidente entre funcionarios de cualquier Adminis-
tración Pública, Entidad, Institución u Organismo Público
comprendidos en el grupo A, y que tengan como mínimo
diez años de antigüedad en dicho grupo.

Artículo 29. Personal al servicio del Consejo de Cuen-
tas.

1. El personal que preste sus servicios en el Consejo
de Cuentas se regirá por la legislación básica estatal,
por los preceptos de esta Ley, por las disposiciones de
régimen interior que le sean de aplicación y, en su defec-
to, por la legislación de la Función Pública de la Comu-
nidad de Castilla y León.

2. La relación de puestos de trabajo del Consejo
de Cuentas deberá ser aprobada por la Mesa de las
Cortes de Castilla y León, y determinará los puestos de
trabajo a desempeñar por el personal a su servicio y
contendrá los datos exigidos en la legislación de la fun-
ción pública de la Comunidad de Castilla y León.

3. Los puestos de trabajo del Consejo se cubrirán
preferentemente por concurso entre funcionarios de los
cuerpos o escalas equivalentes de la Administración de
Castilla y León o de cualquier otra Administración Públi-
ca, Entidad, Institución u Organismo Público.

4. La convocatoria y resolución de los procedimien-
tos de selección y provisión de puestos de trabajo, así
como la extinción de la relación de servicios, corres-
ponderá al Pleno del Consejo.

Artículo 30. Medios materiales.

1. El Consejo de Cuentas dispondrá de los medios
materiales necesarios de acuerdo con las previsiones
contenidas al efecto en el presupuesto de las Cortes
de Castilla y León.

2. El Presidente del Consejo presentará a la Mesa
de las Cortes de Castilla y León la propuesta de su pre-
supuesto para su aprobación si procede.

Disposición adicional primera. Normas de procedimien-
to para la elección de Consejeros.

En defecto de normas específicas de desarrollo de
la presente Ley, y en todo lo que sea compatible con
la misma, serán de aplicación al procedimiento de elec-
ción de los Consejeros de Cuentas previsto en su artícu-
lo 22 las disposiciones procedimentales establecidas en
la Ley 7/1987, de 8 de mayo, por la que se regula
el procedimiento de designación de Senadores repre-
sentantes de la Comunidad de Castilla y León.

Disposición adicional segunda. Designación de los Con-
sejeros.

En el plazo máximo de seis meses desde la entrada
en vigor de esta Ley, las Cortes de Castilla y León desig-
narán a los Consejeros del Consejo de Cuentas por el
procedimiento y con los requisitos establecidos en la
presente Ley.

Disposición final primera. Reglamento de Organización
y Funcionamiento.

En el plazo de seis meses a partir de su constitución,
el Pleno del Consejo elaborará el proyecto de Regla-
mento de Organización y Funcionamiento del Consejo
de Cuentas para su aprobación, si procede, por las Cortes
de Castilla y León.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor a los quince días desde
su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

Por lo tanto, mando a todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley la cumplan, y a todos
los Tribunales y Autoridades que corresponda que la
hagan cumplir.

Valladolid, 9 de abril de 2002.

JUAN VICENTE HERRERA CAMPO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», suplemento al
número 76, de 22 de abril de 2002)

9333 LEY 3/2002, de 9 de abril, de Educación de
Personas Adultas de Castilla y León.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes
de Castilla y León han aprobado y yo en nombre del
Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo
16.4 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente Ley

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1

El artículo 35.1 del Estatuto de Autonomía de Castilla
y León, aprobado por la Ley Orgánica 4/1983, de 25
de febrero y reformado por las Leyes Orgánicas
11/1994, de 24 de marzo y 4/1999, de 8 de enero,
atribuye a la Comunidad de Castilla y León la compe-
tencia de desarrollo legislativo y ejecución de la ense-
ñanza en toda su extensión, niveles y grados, moda-
lidades y especialidades, de acuerdo con el derecho a
la educación que todos los ciudadanos tienen, según
lo establecido en el artículo 27 de la Constitución Espa-
ñola y las leyes orgánicas que lo desarrollan.

La Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Orde-
nación General del Sistema Educativo (LOGSE), reestruc-
turó éste en su conjunto. El artículo 2.o de la citada
Ley consagra la educación permanente como principio
básico del sistema educativo, a cuyo fin deberá facilitarse
a las personas adultas su incorporación a las distintas
enseñanzas. Esta previsión se desarrolla en el Título III
de la Ley bajo la rúbrica «De la educación de las personas
adultas», estableciendo los objetivos y directrices a que
ésta debe ajustarse.

El artículo 51.1 de la LOGSE garantiza que las per-
sonas adultas puedan adquirir, actualizar, completar o
ampliar sus conocimientos y aptitudes para su desarrollo
personal y profesional.

2

La Comunidad de Castilla y León se caracteriza por
su gran extensión territorial, un marcado carácter rural
y un considerable grado de dispersión de municipios,
con las dificultades que entraña llegar a todos los habi-
tantes para mantener y elevar los niveles educativos
alcanzados.

La educación de personas adultas, en sus modali-
dades presencial y a distancia y apoyada en las nuevas
tecnologías, tiene como finalidad conseguir que en toda
nuestra geografía exista una oferta educativa suficiente
que garantice la conservación y el enriquecimiento de
nuestra lengua, nuestra historia y nuestro desarrollo,
valores prioritarios en este ámbito.


